Causa Nro. 40.970 Sala II “FND s/ homicidio en ocasión de robo – víctima G.”
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///Martín, 24 de mayo de 2007.
 
VISTOS:

Los de la causa nro. 31.098 del Tribunal de Menores Nro. 2 Dptal., causa No. 40.970 de ésta Sala II.-

 
RESULTA:

Que a fs. 920/926 se presentaron LMG y MG – hijos de DG, víctima de homicidio en ocasión de robo en causa Nro. 31.078- conjuntamente con su letrado patrocinante el Dr. Juan Pablo Cafiero, solicitando intervención en la causa en carácter de particular damnificado, proponiendo diligencias probatorias y solicitando, asimismo, un cambio de calificación legal y ampliación de imputación.

Con fecha 15 de marzo de 2007 el titular del Juzgado de Menores Nro.2, Dr. Mogaburu, resolvió no hacer lugar a la intervención como particulares damnificados de los Sres. G., ello conforme lo dispuesto por el art. 15 de la Ley 10.067; entendido que correspondería hacer lugar a las medidas probatorias aportadas; y consideró, que el cambio de calificación legal propuesto no resultaba pertinente en el presente estadio procesal (fs.928/929).-


A fs.933/934 el Defensor Particular de NDF, el Dr. Eduardo Claudio Ramírez, interpuso en legal tiempo y forma, revocatoria y apelación en subsidio (ver cédula de fs.944vta.) respecto de lo resuelto por el Juez de Menores en cuanto entendió que correspondía hacer lugar a las medidas probatorias aportadas por LG y MG en su escrito de fs.920/926.- El Dr. Mogaburu, a fs.937, no hizo lugar al recurso de revocatoria interpuesto por la Defensa de F y concedió el recurso de apelación interpuesto en subsidio (conf.arts.49 inc.2do. de la Ley 10.087 y 299 y concordantes del C.P.P).-


A fs.949/952, MG y LG –juntamente con su letrado, el Dr. Cafiero- interponen, fuera del término Legal (ver cédula fs.943vta.), recurso de reposición y apelación en subsidio respecto de la resolución dictada con fecha 15 de marzo del corriente que rechazó su presentación como parte particular damnificada; y sin perjuicio de ello, el Juez de Menores resuelve tratar la revocatroria, denegarla y conceder en relación el recurso de apelación deducido conjuntamente con el de reposición.


Radicados los autos en esta Sala (fs.970) se encuentran los mismos en condiciones de ser resueltos.-


Y CONSIDERANDO:


1.- a) Entrando a la cuestión planteada por el Dr. Juan Pablo Cafiero – letrado patrocinante de MG. y LG.- en su presentación de fs.949/952 peticionando ser tenido como particular damnificado, más allá de la extemporaneidad del recurso de revocatoria y apelación en subsidio, el tratamiento de la cuestión por el Sr. Juez “a quo” lleva a la Cámara a revisar el planteo traído a esta instancia.-

El primer punto a tratar  será el relacionado con la ley aplicable al caso y en relación al menor F para resolver la petición de los Sres. G – hijos de la víctima DG-. Entendemos son dos las leyes en juego: por un lado, el decreto ley 10067 que debe considerarse definitivamente derogado a partir de 18/04/07 de conformidad con lo previsto en el artículo 67 de la ley 13298; por el otro, y teniendo en cuenta el régimen de transición que ha diseñado el legislador  en el art-95 de la ley 13634 – según ley 13645-, los procesos que se encontraren en trámite al momento de la entrada en vigencia de las referidas leyes 13298, 13634 y 13645, que se iniciaron de conformidad con las previsiones del decreto ley 10067, continuarán tramitando y finalizarán a tenor del Cód.Proc.Penal ley 3589.-

Ahora bien, el decreto ley recientemente derogado no admitía en ningún caso la acción particular como querellante o damnificado  (conf.art.15) priorizando –a nuestro entender – la situación procesal del menor, mientras que el cuerpo normativo diseñado básicamente para el enjuiciamiento de mayores que resulta de aplicación en el caso, permite la intervención en el juicio penal del particular damnificado por si con patrocinio letrado o por apoderado, por los delitos que dan lugar a la acción pública, limitando sus facultades (conf.art.87 de la ley citada).- En consecuencia, estima la Sala que , sin perjuicio que las disposiciones de la ley 13634 referidas al proceso de la Responsabilidad Penal Juvenil – que serán recién aplicables con posterioridad  al 1 de diciembre de 2007 – revitalicen la participación de la víctima (art.33), resulta necesario ponderar lo que se más beneficioso para el menor, y en ese orden de ideas, entendemos debe aplicarse, en el caso, la ley derogada (decreto ley 10067).-
El recurrente estima que se vulnera la constitución Nacional, si se excluye la participación del particular damnificado en estos procesos.-

Sin perjuicio de que no hay disposición constitucional que lo consagre, lo cierto es que para la implementación de este instituto puede invocarse la garantía del debido instituto puede invocarse la garantía del debido proceso reconocido por el art.18 de la C.N. y en forma concordante los Tratados Internacionales sobre Derechos Humanos con jerarquía constitucional enumerados en el art.75 inc.22.- Ahora bien, la Convención sobre Derechos del Niño (art.40 inc.3ro) dispone el establecimiento de leyes, procedimientos autoridades e instituciones específicos para los menores que han infringido la legislación penal, y no debe olvidarse el carácter tutelar de la legislación penal, en especial el decreto Ley 10067, de aplicación en el caso.— Por otra parte, el derecho a la jurisdicción de la víctima del delito, no queda en absoluto excluída y se preserva de alguna manera mediante su inclusión como denunciante, testigo y por la acción civil que puede articular (art.15 ley 10067).- No debe olvidarse, que en el Decreto Ley 10067 – vigente al momento de la comisión de los ilícitos – se suprimió la figura del Acusador Público; acodar, por ende, esa facultad persecutoria al damnificado constituiría una transgresión a los derechos y debido proceso en el juzgamiento del menor (arts.37 y 40 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y arts.10 y 15 Reglas de Beijing).- Tales razones me llevan a confirmar el pronunciamiento del “a quo” que desestima la presentación de los preticionantes de fs.920/926.-
Sin perjuicio de ello, y más allá que a fs.297 y fs.300/302 obran agregadas presentaciones del Dr. Perrotti – anterior letrado patrocinante de los hijos de la víctima – solicitando ser tenido como particular damnificado y solicitando la  reapertura de la causa, sin haber recurrido el mismo los pronunciamientos adversos del Juez “a quo”, cabe destacar que la prueba ahora solicitada por su actual letrado, el Dr. Cafiero, en su presentación de fs.92/926 podrá ser sustanciada en la I.P.P.167.696 de la UFI Nro. 5 donde tiene legitimación activa para intervenir e investigar conforme resolución de fs.149 de la cual surge que el Dr. Grammatico Nazzari cuyo al Dr. Cafiero como particular damnificado (con fecha 3/04/07) y en relación a autores ignorados.-
b) Por otro lado, respecto del planteo introducido por el Dr. Ramírez en su escrito de Fs949/952, cabe destacar que en relación al delito de homicidio en ocasión de robo del que resultara víctima DG, en causa Nro.31.078 ha recaído resolución con fecha 6 de agosto de 2002 que sobresee provisoriamente al menor NDF por lo aparecer justificada la responsabilidad penal del citado (ver fs.201 del cuerpo I); con fecha 23/08/02 se notificó de la resolución el menor y su progenitor y a fs.202 obra agregada copia de cédula de notificación dirigida al Dr. Ramírez, mientras que el Dr. Perrotti – en aquel momento letrado de los G – se habría notificado en la presentación de fs.221/223.- Al momento, debe considerarse – atento el tiempo transcurrido desde la firmeza del auto -, conforme los arts.381 y 384 del C.P.P ley 3589, si se ha operado la conversión en definitivo del sobreseimiento provisorio dictado respecto de F, circunstancia que no fue tenida en cuenta por el Dr. Mogaburu en la resolución de fecha 15 de marzo 2007 (fs.928/929) en la que faculta la producción de la prueba solicitada por los Sres. G, resolución que fue recurrida por el Dr. Ramírez.- A los efectos de no infringir la doble instancia, y habida cuenta que el Defensor del menor Dr. Ramírez ha interpuesto recurso de revocatoria y apelación en subsidio contra dicha resolución, estima el Tribunal que previo a resolver vuelvan los autos a primera instancia a los efectos de que el Juez “a quo” resuelva la provisión de la prueba peticionada teniendo en cuenta la facultad o no de proseguir la persecución penal del menor F en la presente causa, trámite que debió resolver previamente.-
II.- Por todo lo expuesto, el TRIBUNAL RESUELVE: 

I) Confirmar la resolución de fs.928/929 en cuanto no hace lugar a la intervención como particulares damnificados a los Sres. MG y LG (art.15 de la Ley 10067).-

II) Revocar la resolución de fs.928/929 en cuanto hace lugar a las medidas probatorias aportadas y devolver la causa al “a quo” para que se expida nuevamente con relación a las mismas conforme lo previsto en el último párrafo del apartado I b) del presente.-
Regístrese y devuélvase.-
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